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LA JURISPRUDENCIA SOBRE PAREJAS DE 
HECHO: ENTRE DIGO Y DIEGO 
Carlos Martínez de Aguirre 
Resumen: El trabajo analiza brevemente algunas de-las sentencias más rele-
vantes dictadas por el Tribunal Constitucional en relación con el tratamiento 
jurídico de las uniones more uxorio. En el, se pone de relieve la existencia de 
un cambio de tendencia protagonizado por la Sentencia 222/1992 respecto a 
la doctrina sentada con anterioridad. Aunque esta última sentencia se refiere 
a preceptos y cuestiones diferentes, las razones que se aducen para justificar 
el cambio de consideración de las uniones no matrimoniales son poco convin-
centes si se analizan con algún detalle. El trabajo finaliza con unas reflexio-
nes acerca del tratamiento jurídico del matrimonio y las uniones no matrimo-
niales. 
1. El TC ha tenido ocasión de ocuparse, en diferentes senten-
cias, de algunas cuestiones relativas al tratamiento jurídico de las 
situaciones de convivencia more uxorio, dando lugar a un corpus 
doctrinal en tomo a la familia, el matrimonio, y las parejas de he-
cho, que puede considerarse relativamente asentado en sus afir-
maciones más generales, pero que adolece de una cierta incohe-
rencia cuando se analiza con detalle. 
Una de las primeras de esas sentencias, si no la primera, fue la 
STC 260/1988, de 22 de diciembre. Los hechos relevantes son 
los siguientes: don Ignacio contrajo matrimonio en 1928 con 
doña María, de la que se separó en 1958. Desde 1959, y hasta su 
fallecimiento ocurrido en 1982, don Ignacio convivió con doña 
Juana. Al entrar en vigor la ley 30/1981, introductora del divor-
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cio en el Derecho civil español, don Ignacio inició los trámites 
pertinentes para obtener la disolución civil de su matrimonio con 
doña María, procedimiento en el que recayó sentencia estimato-
ria cinco días después del fallecimiento de don Ignacio. Doña 
Juana solicitó entonces que se reconociera su derecho a recibir la 
parte proporcional al tiempo de convivencia de la pensión de viu-
dedad, al amparo de la Disposición Adicional lOa de la menciona-
da ley 30/1981. Esta Disposición Adicional establecía que tenían 
derecho a la correspondiente pensión, en proporción al tiempo 
que había vivido juntos, "quienes no hubieran podido contraer 
matrimonio, por impedírselo la legislación vigente hasta la fecha, 
pero hubieran vivido como tal, acaecido el fallecimiento de uno 
de ellos con anterioridad a la vigencia de esta ley". La solicitud 
de doña Juana fue rechazada con base en una interpretación lite-
ral de la mencionada disposición, ya que don Ignacio falleció tras 
la entrada en vigor de la ley, y no antes, por lo que no se cumplía 
uno de los requisitos legalmente establecidos para el reconoci-
miento de la pensión. Doña Juana interpuso recurso de amparo 
ante el TC, por vulneración del arto 14 CE. 
El TC da la razón a la recurrente, y considera que se ha produ-
cido una violación del arto 14 CE. entendiendo que la imposibili-
dad de contraer matrimonio subsistió durante todo el periodo de 
tiempo imprescindible para obtener la sentencia de divorcio, una 
vez entrada en vigor la ley que lo admitía: "con independencia, 
pues, de la fecha del fallecimiento y cumplidos los restantes re-
quisitos establecidos en la norma, la igualdad de los supuestos de 
hecho -en los que la persistencia de la unión extramatrimonial 
tiene una misma causa: la imposibilidad de celebrar nuevo matri-
monio- exige un tratamiento legal que anude a ellos las mismas 
consecuencias jurídicas, con el fin de dar cumplimiento al dere-
cho consagrado en el arto 14 de la Constitución". 
Como puede observarse, en esta ocasión el TC no aborda di-
rectamente el tratamiento jurídico de las situaciones de conviven-
cia more uxorio: en el caso resuelto, la cuestión ha sido decidida 
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directamente por la ley, atribuyendo determinados derechos en 
relación con prestaciones de la Seguridad Social, a quienes con-
vivieron por no poder casarse, y no pudieron casarse por no ad-
mitir nuestro Derecho el divorcio de su anterior matrimonio. El 
problema era simplemente de delimitación temporal: mientras 
que el texto legal hablaba de quienes fallecieron antes de la entra-
da en vigor de la ley 30/1981, el TC lo extiende también a quie-
nes fallecieron después, pero no tuvieron tiempo material de ob-
tener antes de su fallecimiento la sentencia de divorcio, que les 
hubiera permitido acceder a un nuevo matrimonio. Desde la pers-
pectiva del arto 14 CE (principio de igualdad) la argumentación es 
irreprochable. 
Con todo, creo que del supuesto, y de la decisión del legisla-
dor, pueden extraerse algunos datos relevantes para el tratamien-
to jurídico de las uniones no matrimoniales. El primero es la con-
veniencia (casi necesidad) de distinguir entre quienes viven 
juntos sin estar casados, porque así lo han decidido libremente 
(podían haberse casado, ya que no existía ningún obstáculo legal 
que se lo impidiera, pero no han querido hacerlo), y quienes con-
viven porque no pueden casarse (existe algún obstáculo legal que 
les impide casarse). En el primer caso, es dudoso que la mejor so-
lución sea tratarles como si se hubieran casado, porque su volun-
tad expresa ha sido mantenerse al margen del matrimonio. En el 
segundo, es también dudoso que la solución idónea sea tratarles 
como si estuvieran casados, porque entonces pierde sentido la 
prohibición legal: si se han establecido unos requisitos y condi-
ciones para poder contraer matrimonio, ¿tiene algún sentido apli-
car las reglas del matrimonio a las mismas personas a quienes el 
Derecho no les deja casarse? Si esto fuera así, ¿para qué servirían 
realmente esas prohibiciones? En este caso lo que hay que valo-
rar es si los obstáculos deben ser removidos, de manera que quie-
nes no podían casarse podrán ya hacerlo porque el legislador ha 
hecho desaparecer el obstáculo que existía (por entenderlo caren-
te de justificación), o si, por el contrario, deben ser'mantenidos, 
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en cuyo caso no tiene sentido, según se ha indicado, tratarles to-
tal o parcialmente como si estuvieran casados. 
Este último es, cabalmente, el caso al que da respuesta la STC 
260/1988: los convivientes no han podido casarse porque uno de 
ellos ya estaba casado, y su matrimonio estaba en vigor; introdu-
cido el divorcio, cabe disolver civilmente ese primer matrimonio, 
y acceder así a un nuevo matrimonio civil: quien 10 desee, puede 
hacerlo. Si no lo hace, no se ve claramente cuál es la razón por la 
que hay que tratar su relación fáctica como si fuera un matrimo-
nio. Lo que ocurre es que en el caso resuelto, tampoco pudieron 
hacerlo, pese a haberlo intentado, por falta material de tiempo. 
2. Conviene ahora poner en relación esta sentencia con algu-
nas otras que, éstas sí, han abordado directamente los problemas 
ligados a las bases constitucionales del tratamiento jurídico de las 
situaciones de convivencia more uxorio. La primera es la STC 
184/1990, de 15 de noviembre. Desde algún punto de vista, cabe 
afirmar que esta sentencia recoge la cuestión donde la había deja-
do la sentencia que acabamos de considerar. Se trata de una cues-
tión de inconstitucionalidad deducida por la Magistratura de Tra-
bajo nO 1 de Alava en relación con el arto 160 de la Ley General 
de la Seguridad Social, y con la Disposición Adicional loa -2 de la 
ley 30/1981. La diferencia entre este caso y el visto más arriba es 
que aquí el fallecimiento del eventual causante de la pensión tuvo 
lugar seis años después de la entrada en vigor de la ley 30/1981, 
sin que los convivientes hubieran intentado regularizar su situa-
ción mediante el recurso al divorcio. Lo cuestionado era directa-
mente el hecho de que la norma ligara la atribución de la pensión 
a la existencia de un vínculo matrimonial, lo que podría suponer 
violación del arto 14 CE, por discriminación injusta de las uniones 
no matrimoniales, y también violación del arto 39 CE, que ampa-
raría no solo a la familia matrimonial, sino también a la no matri-
monial. 
De la doctrina sentada por la STC 184/1990 cabe destacar al-
gunas afirmaciones: 
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i) El libre desarrollo de la personalidad no resulta impedido ni 
coartado porque al supérstite de una unión de hecho la Ley no le 
reconozca una pensión de viudedad. Podría resultar afectado, en 
su caso, si los poderes públicos trataran de impedir o de reprimir 
la convivencia more uxorio o de imponer el establecimiento del 
vínculo matrimonial, de manera que aquel tipo de convivencia no 
formalizada se viera expuesta a una gravosa y penosa suerte o a 
soportar sanciones legales de cualquier índole. Pero no es éste el 
caso. 
ii) El arto 39 CE no postula por sí solo una paridad de trato en-
tre las uniones matrimoniales y no matrimoniales. Por ello no se-
rán necesariamente incompatibles con dicho precepto aquellas 
medidas de los poderes públicos que otorguen un trato distinto y 
más favorable a la unidad familiar basada en el matrimonio que 
a otras unidades convivenciales, ni las que faciliten o favorezcan 
el ejercicio del derecho constitucional a contraer matrimonio, 
siempre, claro es, que con ello no se coarte ni se dificulte irrazo-
nablemente al hombre y la mujer que decidan convivir more uxo-
rio. Pero lo anterior no conduce a afirmar que toda medida que 
tenga como únicos destinatarios a los cónyuges, con exclusión 
de quienes conviven establemente en unión de hecho, sea siem-
pre y en todos los casos compatible con la igualdad jurídica y la 
prohibición de discriminación que la Constitución garantiza en 
su arto 14. 
iii) En la CE el matrimonio y la convivencia extramatrimonial 
no son realidades equivalentes. El matrimonio es una institución 
social garantizada por la Constitución, y el derecho del hombre y 
de la mujer a contraerlo es un derecho constitucional (art. 32.1 
CE). Nada de ello ocurre con la unión de hecho more uxorio, que 
ni es una institución jurídicamente garantizada ni hay un derecho 
constitucional expreso a su establecimiento. En consecuencia, 
siendo el derecho a contraer matrimonio un derecho constitucio-
nal, cabe concluir que el legislador puede, en principio, estable-
cer diferencias de tratamiento entre la unión matrimonial y la pu-
938 CARLOS MARTÍNEZ DE AGUlRRE 
ramente fáctica y que, en concreto, la diferencia de trato en la 
pensión de viudedad entre los cónyuges y quienes conviven de 
hecho, sin que nada les impida contraer matrimonio, no es arbi-
traria o carente de fundamento. 
A consecuencia de estas afirmaciones, y aún de otras, prolija-
mente expuestas por el TC, el Tribunal declaró que el arto 160 de 
la Ley General de Seguridad Social y la Disposición adicional dé-
cima, 2, de la Ley 30/1981, de 7 de julio, no se oponían a lo dis-
puesto en los artículos 10, 14 y 39 de la Constitución. 
Esta sentencia, como he dicho antes, puede considerarse como 
una suerte de continuación de la STC 260/1988; el paso siguien-
te, podríamos decir: si el fallo de 1988 hacía una interpretación 
de la Disposición Adicional 10a de la ley 30/1981 acorde con el 
principio constitucional de igualdad, y correcta des~e la perspec-
tiva teleológica (art. 3.1 Cc: interpretación conforme al espíritu y 
finalidad de la norma), la sentencia de 1990 aclaraba que el régi-
men general establecido por el arto 160 de la Ley General de la 
Seguridad Social, al que la citada Disposición Adicional lOa 
constituía una excepción, es a su vez acorde con el principio cons-
titucional de igualdad, y no vulnera el libre desarrollo de la per-
sonalidad. Es, pues, constitucional que el legislador vincule la 
pensión por fallecimiento a la previa existencia de matrimonio, 
aunque también podría desvincularlo y atribuir el derecho a reci-
bir pensión al conviviente supérstite. 
Desde otro punto de vista, la resolución aparece bien fundada, 
ponderada y prudente. No entiende cerrar definitivamente el de-
bate para todos los casos, sino que abiertamente expresa que no 
toda diferencia de trato entre el matrimonio y las situaciones de 
convivencia more uxorio debe ser considerada como constitucio-
nal, al amparo de la doctrina fijada por esta STC. 
3. Con este planteamiento parece enlazar la STC. 222/1992, de 
11 de diciembre. El debate se suscita en torno a la constituciona-
lidad del arto 58 de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 
(hoy derogado), considerado contrario al principio de igualdad 
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(art. 14 CE.) Y al principio de protección a la familia (art. 39 CE), 
al establecer la subrogación arrendaticia mortis causa a favor del 
cónyuge, y dejar fuera, por tanto, al conviviente de hecho. La ci-
tada sentencia declara que "el artículo 58.1 de la vigente Ley de 
Arrendamientos Urbanos ( ... ) es inconstitucional en la medida en 
que excluye del beneficio de la subrogación mortis causa a quien 
hubiere convivido de modo marital y estable con el arrendatario 
fallecido". Ello, con base en los siguientes argumentos: 
i) La regla del arto 58.1 LAU ha de ser interpretada como intro-
ductora de un beneficio legal que halla su fundamento en el arto 
39 CE, según el cual los poderes públicos aseguran la protección 
social, económica y jurídica de la familia. Ahora bien, configura-
do por la ley un determinado mecanismo o expediente para la 
protección familiar, su articulación concreta deberá llevarse a 
cabo en el respeto a las determinaciones de la CE y, muy especí-
ficamente, a lo que impone el principio de igualdad. 
ii) La CE no identifica la familia a la que manda proteger con 
la de origen matrimonial, conclusión que se impone no sólo por 
la regulación bien diferenciada de una institución y otra (arts. 32 
y 39 CE), sino también por el mismo sentido tuitivo con el que la 
CE considera siempre a la familia y, en especial, en el repetido 
arto 39, protección que responde a imperativos ligados al carácter 
"sQcial" de nuestro Estado (arts. 1.1 y 9.2 CE) Y a la atención de 
la realidad efectiva de los modos de convivencia que en la socie-
dad se expresen. 
iii) Permítaseme ahora una cita literal (y no mera paráfrasis), 
que me parece relevante: "La norma excluyente cuya constitucio-
nalidad está aquí en cuestión muestra ( ... ) una finalidad protecto-
ra de la familia, pero la diferenciación que introduce entre el 
miembro supérstite de la pareja matrimonial y el que lo sea de 
una unión de hecho no sólo carece de un fin aceptable desde la 
perspectiva jurídico-constitucional que aquí importa, sino que en-
tra en contradicción además con fines o mandatos presentes en la 
propia Norma fundamental. Que lo primero es como queda dicho 
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no requiere ahora de argumentación mayor, pues es patente que 
esa exclusión tácita no puede decirse orientada a configurar el es-
pecífico régimen jurídico-matrimonial, en cuya órbita la norma 
no se inscribe. Tampoco se podría justificar la exclusión del (o de 
la) conviviente no casado por la finalidad de estimular o propiciar 
el matrimonio de las uniones estables, pues la radicalidad de la 
medida supondría coartar o dificultar irrazonablemente la autono-
mía de la voluntad del hombre y de la mujer que deciden convi-
vir more uxorio, límite que la STC 184/1990 (fundamento jurídi-
co 2.°) ha trazado para las medidas públicas de favorecimiento de 
la familia matrimonial" (FJ.6). 
La STC 222/1992 sienta esta doctrina (con los argumentos con-
densados en los párrafos precedentes, y otros más prolijamente 
expuestos en ella) con cita expresa de la STC 184/1990, y más en 
concreto de la puerta que ésta última deja abierta al enjuiciamien-
to particularizado de cada uno de los supuestos en los que la ley 
diferencia entre el matrimonio y las uniones de hecho, para atri-
buir derechos o ventajas a aquél. Una lectura superficia1llevaría a 
concluir que estamos, en el caso resuelto por la STC 222/1992, 
ante un supuesto cualitativamente distinto de la pensión de viude-
dad, que, a diferencia de él, incurre en la tacha de inconstituciona-
lidad. Sin embargo, un análisis más detenido, permite dudar de 
que esto sea exactamente así: a tal efecto, puede resultar útil la lec-
tura de los votos particulares formulados a esta sentencia por los 
magistrados Alvaro Rodríguez Bereijo y José Gabaldón López, de 
los que no puedo dar cuenta detenida por falta de espacio (aunque 
alguna de sus argumentaciones será retomada en las páginas que 
siguen). 
4. Las dudas se refieren, en primer lugar a la congruencia en-
tre la STC 222/1992, relativa a la subrogación arrendaticia y la 
STC 184/1990, relativa a la pensión de viudedad. El TC justifica 
su diferente decisión afirmando que la denegación de la subroga-
ción arrendaticia es una medida de gran radicalidad, que coarta o 
dificulta irrazonablemente la autonomía de la voluntad del hom-
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bre y la mujer que deciden convivir more uxorio (FJ.6). Formal-
mente, pues, hay justificación: el TC ha ofrecido razones que pa-
recen justificar esa diferencia. 
El problema es que esas razones son escasamente convincen-
tes, a nada que se analicen con algún detalle. Efectivamente: ¿pue-
de, de verdad, entenderse que la exclusión de la subrogación 
arrendaticia es una medida radical, que coarta irrazonablemente la 
autonomía de la voluntad de quienes quieren vivir juntos sin ca-
sarse? Hay que pensar que la medida solo afecta a las parejas de 
hecho que viven en régimen de arrendamiento; teniendo en cuen-
ta que el porcentaje de españoles que viven en alquiler es inferior 
al 20% (y no hay razón para pensar que sea significativamente su-
perior entre las uniones no matrimoniales), habría que concluir 
que esta medida tan radical solo afectaría al 20% de las parejas de 
hecho (de las que habría que restar aquellas que han contratado el 
arrendamiento conjuntamente). Si, además, se repara en que la su-
brogación solo entraría en juego si quien fallece es el conviviente 
que contrató el arrendamiento (pero no si quien fallece antes es el 
otro), resulta que el problema afectaría realmente a un número no 
determinado, pero en todo caso inferior al indicado. Frente a ello, 
la medida que el TC consideró proporcionada en su sentencia 
184/1990 (la reserva de la pensión de viudedad a quienes hubieran 
estado casados) afectaría relevantemente a un número significati-
vo de las parejas de hecho: al 100% de las que reunieran los demás 
requisitos legales de la pensión. Eso explica que el magistrado Ro-
dríguez Bereijo, en su voto particular a la STC 222/1992, afirma-
ra: "mucho menos creo que pueda sostenerse que la norma aquí 
cuestionada -desde luego, mucho menos si se compara con el de-
recho a la pensión de viudedad contemplado en las resoluciones 
anteriores del Tribunal Constitucional ( ... )- coarte o dificulte irra-
zonablemente la libertad del hombre o mujer que decidan convivir 
more uxorio, íntimamente vinculada al libre desarrollo de la per-
sonalidad (art. 10.1 CE), tratando de imponer un determinado es-
tado civil". 
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Por otro lado, si esto es así, recobra sentido volver a la cues-
tión que quedó planteada más arriba: ¿cuál es la relevancia que 
debe darse a la voluntad de los convivientes de no casarse, pu-
diendo hacerlo? ¿Tiene sentido aplicarle parcialmente (sólo en lo 
ventajoso) un estatuto jurídico que han rechazado, y que compor-
ta no solo derechos, sino también obligaciones que no han sido 
efectivamente asumidas? Este problema se aprecia con toda cla-
ridad en la llamativa STC 47/1993, recaída en un recurso de am-
paro, y relativa también a la inconstitucionalidad del arto 58 de la 
Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964. La decisión del TC es 
coherente con la STC 222/1992 (se otorga el amparo pedido por 
el conviviente supérstite al que se había negado la subrogación 
arrendaticia). Lo llamativo es que, en este caso, las razones por 
las que los convivientes no contrajeron matrimonio son conoci-
das: se trató de liberar a los hijos de la conviviente del servicio 
militar, como hijos de viuda, cosa que así ocurrió. De manera que 
el resultado conseguido, en este caso, es que se han obtenido las 
ventajas de no estar casados (liberación del servicio militar) y las 
de estar casados (subrogación arrendaticia). ¿No habría sido mu-
chomás razonable, aplicar íntegramente uno de los dos regíme-
nes?: o se les trata como si estuvieran casados (y entonces hay su-
brogación arrendaticia, pero los hijos hacen el servicio militar), o 
se les trata como si no lo estuvieran (y entonces los hijos no ha-
cen el servicio militar, pero no hay subrogación arrendatida). Lo 
que carece de sentido jurídico (y, probablemente, común) es apli-
car de cada uno de los dos regímenes, solo lo ventajoso. 
La argumentación ofrecida es, por tanto, muy endeble, y no re-
siste una consideración pausada. ¿Se puede hablar, entonces, de 
un cambio de tendencia jurisprudencial? En sentido estricto (o 
mejor, restrictivo), no, porque lo decidido aquí es un caso dife-
rente: no estamos ante un problema de pensión de viudedad, sino 
de subrogación arrendaticia. Pero en cuanto a las razones que jus-
tificaron la decisión del TC en la sentencia 184/1990, la respues-
ta creo que debe ser afirmativa: manteniendo aparentemente su 
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doctrina inicial, ha habido un clarísimo cambio en su aplicación 
al caso concreto. 
5. La argumentación desarrollada por el Te en su sentencia 
222/1992 permite plantear, todavía, algunas otras cuestiones. En 
su PJ.5 liga, confusamente, la protección a la familia con la situa-
ción de convivencia exigida por el arto 58 de la Ley de Arrenda-
mientos Urbanos de 1964. Se suscita, entonces, el problema de 
los límites de la protección: ¿por qué sólo a cónyuges, convivien-
tes de hecho, descendientes, los ascendientes o hermanos, y no a 
otros familiares que convivan igualmente (la tía soltera que vive 
con la familia nuclear), o incluso personas no familiares unidas 
por una situación convivencial y afectiva (no paraconyugal o fa-
miliar, pero sí afectiva)? Se pone así de relieve el que es uno de 
los problemas más fundamentales del tratamiento jurídico (tam- . 
bién jurídico-constitucional) de las parejas de hecho: el de su jus-
tificación. Ello, tanto en sí mismas consideradas (¿por qué son 
acreedoras de un especial tratamiento jurídico?), como en rela-
ción al matrimonio (¿qué es lo que les asemeja al matrimonio, y 
qué lo que les separa de él?). No es posible entrar en esta cuestión 
con suficiente detalle, pero sí, quizá, aportar algunas ideas, en re-
lación con los fundamentos más habitualmente manejados, que 
son la convivencia, y la "relación de afectividad análoga a la con-
yugal". Ninguno de ellos es cierto, sin embargo, al menos si aten-
demos a la situación de nuestro derecho positivo: 
A) En primer lugar, respecto a la convivencia, porque no toda 
situación de convivencia queda amparada, sino solo algunas muy 
concretas; se supone que por asemejarse al matrimonio (pero no 
se aclara qué es 10 que las asemeja al matrimonio). De hecho, es 
habitual que algunas relaciones de convivencia, que efectivamen-
te pueden darse en la práctica, sean excluidas expresamente de la 
reglamentación jurídica por las diversas leyes autonómicas de pa-
rejas de hecho actualmente en vigor: por ejemplo, cuando tales 
leyes excluyen de su ámbito de aplicación las situaciones con vi-
venciales y afectivas formadas por más de dos personas, o aqué-
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llas en las que uno de sus integrantes está casado, o cuando los 
componentes de la pareja son parientes en línea recta, o colateral 
hasta el segundo grado: en todos estos casos dicha situación de 
convivencia y afectividad queda extramuros del Derecho, porque 
el Derecho no la considera digna de protección. Hay convivencia, 
hay afectividad, cabe que haya familia (pueden haber tenido hi-
jos), pero no hay reconocimiento jurídico. 
B) Se afirma también que la convivencia debe estar comple-
mentada por esa "relación de afectividad análoga a la conyugal". 
El dato significativo para constituir una pareja de hecho jurídica-
mente relevante, sería la convivencia unida a esa afectividad aná-
loga a la conyugal: no, por tanto, cualquier convivencia, ni tam-
poco una convivencia fundada en una relación de afectividad no 
análoga a la conyugal (por ejemplo, el amor fraternal, el de amis-
tad). Se trataría así de introducir una última diferencia entre las 
situaciones de convivencia no matrimoniales pero jurídicamente 
protegibles (aquellas en que media dicha relación de afectividad 
análoga a la conyugal), y las que no lo son (todas las demás). In-
sisto en que lo relevante, entonces, no es la convivencia, ni la 
afectividad, sino la convivencia unida a un tipo de afectividad 
muy específico, cuya definición por otro lado no es fácilmente 
concretable. Tampoco se explicita el papel de la afectividad en el 
matrimonio, o en su reconocimiento jurídico, ni por qué la afecti-
vidad conyugal es merecedora de la protección del Derecho (in-
cluso a nivel constitucional) ni, en realidad, por qué el Derecho se 
interesa por el matrimonio y la familia. 
El problema no es sólo de comprobación de la efectiva exis-
tencia de una relación de afectividad, sino también del propio pa-
pel de la afectividad. La afectividad, en sí misma considerada, ca-
rece de una específica relevancia jurídica: así, por el solo hecho 
de que dos personas se quieran (realmente) como un padre y un 
hijo, a nadie se le ocurre que deban ser tratados jurídicamente 
como padre e hijo (para eso, haría falta que lo fueran, o que la re-
lación se constituyera mediante la adopción, que está sometida a 
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un régimen muy estricto); o que quienes se quieran como herma-
nos sin serlo, deban ser tratados jurídicamente como hermanos. 
Pues bien, que dos personas se quieran en forma parecida a como 
se quieren muchos cónyuges, no quiere decir que deban ser trata-
das jurídicamente como si fueran cónyuges. Les falta algo que es 
nuclear para el Derecho: el compromiso. En el fondo, la cuestión 
es que el fundamento de la regulación del matrimonio no es la 
existencia de una relación de afectividad entre los cónyuges (grá-
ficamente se puede decir que a los contrayentes no se les pregun-
ta si se quieren, sino si quieren casarse), por 10 que la presencia 
de una relación de afectividad parecida entre dos personas no es 
suficiente para justificar la aplicación del argumento analógico. 
Es cierto que al amparo del principio de libre desarrollo de la 
personalidad, recogido en el artículo 10 de la Constitución, cabe 
defender el derecho de las personas a establecer las relaciones 
convivenciales y afectivas que tengan por conveniente. Pero esto 
no incluye el derecho a que esas relaciones reciban un tratamien-
to jurídico determinado (por ejemplo, el mismo que recibe el ma-
trimonio, u otro muy parecido). 
Lo que esto quiere decir, en resumen, es que el hecho de que 
dos personas convivan y de que exista entre ellos una determina-
da relación de afectividad no impone necesariamente el reconoci-
miento jurídico. A partir de ahí, 10 que procede es determinar cuá-
les de esas situaciones de convivencia merecen la protección del 
Derecho, y cuáles son los criterios que conducen a dar reconoci-
miento jurídico a alguna de esas situaciones. Yeso es 10 que, a mi 
modo de ver, no ha quedado suficientemente justificado en las 
doctrina sentada por el TC en su sentencia 222/1992; es más, a la 
luz de cuanto ha quedado dicho, parece claro que hubiera sido 
precisa una reflexión más atenta y ponderada que la que se ha lle-
vado a cabo. 
6. El problema es, en realidad, de mayor alcance. La sociedad, 
y el Estado, carecen de una idea clara de qué son el matrimonio y 
la familia, para qué sirven, cuáles son sus funciones estratégicas, 
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y por tanto, por qué son objeto de la atención del Derecho, y cuál 
debe ser el sentido de esa atención. Matrimonio y familia van 
quedando relegados crecientemente a la condición de cuestiones 
privadas, que conciernen únicamente a los individuos afectados, 
y pertenecen a la esfera de su intimidad personal. Gráficamente 
se ha dicho que el Derecho se desentiende de la familia y el ma-
trimonio l . Desde esta perspectiva, hay una regulación inercial o 
residual (lo que queda, después de las reformas producidas, pero 
sin que seamos capaces de decir por qué queda, y si debe seguir 
quedando). 
La ausencia de ese conjunto de ideas y valores claros acerca 
de las realidades familiares hace que las intervenciones del Dere-
cho, bien a través de reformas legales, bien a través de decisiones 
judiciales (entre las que incluyo la jurisprudencia constitucional) 
no tengan un sentido claro. Las reformas son, muchas veces, in-
coherentes, contradictorias entre sí, además de socialmente dis-
funcionales. Como ha dicho con razón M.A. Glendon2 , en su ma-
yor parte las transformaciones experimentadas por el Derecho de 
Familia no parecen obedecer a la existencia de un conjunto cohe-
rente de objetivos, hasta tal punto que cada país parece haber per-
seguido más bien un cierto número de finalidades diferentes y 
aún contradictorias en sus leyes o programas relativos al matri-
monio; vistos individualmente (sigue diciendo Glendon), los des-
arrollos legales así producidos parecen tener un carácter casual, 
y casi fortuito. 
Razón de todo ello es, con toda probabilidad -y tomo ahora la 
expresión, añeja pero de acuciante modernidad, de L. Arechede-
rra3- la pérdida de vigor teleológico del Derecho de Familia. El 
1. BARTHELET, "Quand le droit civil se desengage de la famille", en Políticas 
de la Familia, Madrid, Universidad Pontificia de Comillas, 1993, pp. 365 Y ss. 
2. The Transformation of Family Law, Chicago, The University of Chicago 
Press, 1989, p. 2. 
3. El consentimiento matrimonial, Pamplona, EUNSA, 1989, p. 19. 
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legislador no sabe muy bien para qué sirven el matrimonio o la 
familia, y por tanto tampoco sabe qué hacer con ellos, cómo re-
gularlos. Recuperar ese vigor teleológico, recobrar el sentido y 
función característicos del Derecho de familia, repristinar su di-
mensión constitucional, constituye, probablemente, la exigencia 
más importante para una mejor formulación de un nuevo y revi-
gorizado Derecho de Familia. 
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SENTENCIA 222/1992, DE 11 DE DICIEMBRE 
Pleno: Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, López Guerra, García-Mon y Gon-
zález-Regueral, de la Vega Benayas, Díaz Eimil, Rodríguez Bereijo, 
Gimeno Sendra (ponente), Gabaldón López, Mendizábal Allende, 
González Campos, Cruz Villalón y Viver Pi-Sunyer. 
Fundamentos: 
2. 
"b) ( ... ) 
( ... ) Es claro que en la promoción de una cuestión de inconstitucionalidad 
son cuando menos irrelevantes cualesquiera indicaciones o sugerencias sobre 
la interpretación conforme a la Constitución del precepto legal cuestionado, 
pero el que así se haya hecho en el presente caso, y el que con ello se haya cre-
ado este equívoco, no es razón bastante para dictar la inadmisibilidad de la 
promovida por el Juzgado de Primera Instancia ( ... ). ( ... ) el órgano judicial 
duda de la constitucionalidad de un precepto de ley a cuyo tenor literal estima 
ahora, modificando su anterior criterio, hallarse sujeto ( ... )". 
3. "Resulta necesario, ante todo, definir con precisión el objeto de este pro-
ceso constitucional. 
( ... ) el art. 58.1 de la L.A.U. se estima inconstitucional en aquella parte del 
mismo en que se atribuye al 'cónyuge' del arrendatario fallecido no, por tanto, 
al miembro supérstite de una unión de hecho- la facultad de subrogarse en el 
contrato de arrendamiento. ( ... ) la norma habría incurrido, en el extremo dicho, 
en una inconstitucionalidad sobrevenida por defecto. ( ... ) el enunciado legal, 
al referirse tan sólo al cónyuge, entraña la exclusión a contrario de quien haya 
convivido more uxorio ( ... )". 
"( ... ) la resolución que proceda dar a esta cuestión queda circunscrita al 
concreto problema de constitucionalidad con ella planteado, sin que en la pre-
sente Sentencia, por tanto, pueda buscarse solución para cualesquiera otras hi-
potéticas comparaciones entre el régimen legal aplicable, en otros ámbitos, al 
matrimonio y la situación de quienes convivan de modo marital". 
4. "( ... ) esta regla preconstitucional ha de ser hoy interpretada como intro-
ductora de un beneficio legal que halla su fundamento en la norma de la Cons-
titución según la cual 'los poderes públicos aseguran la protección social, eco-
nómica y jurídica de la familia' (art. 39.1). Cabe entender que el legislador ha 
querido aquí, en efecto, permitir una continuidad en el arrendamiento por par-
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te del miembro o miembros de la familia que convivían con el fallecido titular 
del contrato en atención tanto a la situación de dependencia en que se hallaban 
aquéllos con el arrendatario -en lo que a la ocupación de la vivienda se refie-
re- como por consideración a otras estimaciones, ya de carácter extraeconómi-
co, como son las de orden afectivo que, por lo común, ligan a determinadas 
personas a la vivienda en la que han mantenido una comunidad de vida con el 
fallecido" . 
"a) ( ... ) lo que la norma fundamental dispone es sólo que 'los poderes pú-
blicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia', y es 
claro que corresponde a la libertad de configuración del legislador articular los 
instrumentos, normativos o de otro tipo, a través de los que hacer efectivo tal 
mandato constitucional, sin que ninguno de ellos resulte a priori constitucio-
nalmente obligado. ( ... ) configurado por la ley un determinado mecanismo o 
expediente para la protección familiar, su articulación concreta deberá llevar-
se a cabo en el respeto a las determinaciones de la Constitución y, muy espe-
cíficamente, a lo que impone el principio de igualdad (art. 14). 
b) ( ... ) 
( ... ) en el concepto constitucional de 'familia' entra, sin duda, el supuesto 
del matrimonio sin descendencia o sin otros parientes a su cargo ( ... ). Si no es 
discutible que la familia es siempre un marco de solidaridades y de dependen-
cias tampoco lo ha de ser la calificación como protección familiar de la que se 
preste a quien ha convivido familiarmente y ve alterada esa realidad y sus ex-
pectativas por causa del fallecimiento de la persona con la que integraba una uni-
dad familiar. La familia no será ya entonces el objeto, pero sí, desde luego, el 
fundamento de la protección dispensada por el poder público. 
( ... ) el mandato de protección a la familia no entraña, sin más, un deber 
para los poderes públicos de dispensar tal amparo, indiferenciadamente y sin 
matices, a todo género de unidades familiares, siendo evidente que puede el le-
gislador diferenciar entre unas y otras en atención, por ejemplo, a criterios de 
necesidad relativa o a otros que resulten igualmente racionales. No está, por 
tanto, en el art. 39.1 de la Constitución la medida para apreciar la validez o in-
validez de las diferenciaciones normativas en este punto, sino en el art. 14 de 
la propia Norma fundamental ( ... )". 
5. "Ningún problema de constitucionalidad existiría si el concepto de fami-
lia presente en el art. 39.1 de la Constitución hubiera de entenderse referido, 
en términos exclusivos y excluyentes, a la familia fundada en el matrimonio. 
No es así, sin embargo. ( ... ) por el mismo sentido amparador o tuitivo con el 
que la Norma fundamental considera siempre a la familia y, en especial, en el 
repetido art. 39, protección que responde a imperativos ligados al carácter 'so-
cial' de nuestro Estado (arts. 1.1 y 9.2) y a la atención, por consiguiente, de la 
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realidad efectiva de los modos de convivencia que en la sociedad se expresen. 
El sentido de estas normas constitucionales no se concilia, por tanto, con la 
constricción del concepto de familia a la de origen matrimonial, por relevante 
que sea en nuestra cultura -en los valores y en la realidad de los comporta-
mientos sociales- esa modalidad de vida familiar. Existen otras junto a ella, 
como corresponde a una sociedad plural ( ... )". 
"Sin duda que la garantía constitucional del matrimonio entraña, además de 
su existencia necesaria en el ordenamiento, la justificación de la existencia de 
su específico régimen ( ... ). Cuestión ya distinta es, sin embargo, si el matrimo-
nio, más allá de esta regulación civil que le es propia, puede constituirse en su-
puesto de hecho de otras normas jurídicas que, en sectores distintos del ordena-
miento, atribuyan derechos o, en general, situaciones de ventaja. ( ... ) La 
Constitución, pues, no da una respuesta unívoca o general para este tipo de pro-
blemas, aunque sí impone que las diferenciaciones normativas que tomen como 
criterio la existencia de una unión matrimonial se atemperen, según su diverso 
significado y alcance, al contenido dispositivo de la propia Norma fundamental. 
Que el matrimonio y la convivencia extramatrimonial no son a todos los 
efectos 'realidades equivalentes' es algo, por otra parte, que ya dejó dicho este 
Tribunal, reiterando su anterior doctrina, de general aplicación, en la STC 
184/1990 (fundamento jurídico 3.), apreciación que ha habido ocasión de repe-
tir con posterioridad (SSTC 29, 30, 31, 35, 38 y 77 , todas de 1991, así como 
STC 29/1992) ( ... ). 
En el presente caso es discernible un elemento objetivo, de carácter fáctico, 
que impone la comparación entre dos usuarios legítimos de la vivienda arren-
dada, el viudo del arrendatario fallecido y quien con él haya convivido more 
uxorio, pues la Ley (art. 58.1, infine) condiciona la subrogación en favor del 
cónyuge supérstite a la convivencia con el fallecido ('mera convivencia', dice 
el texto legal) ( ... ). ( ... ) la posible permanencia en la vivienda que fue común. A 
esta vivienda, en la hipótesis de la Ley, está ligado el cónyuge supérstite por 
vínculos materiales y también de orden moral y, por ello, en la medida en que 
aquella permanencia en la vivienda se constituye en objeto de la protección le-
gal es preciso determinar si la diferenciación que la propia norma establece en-
tre convivencia matrimonial y extramatrimonial se atempera al principio cons-
titucional de igualdad (art. 14 de la Constitución)". 
6. "Una doctrina constante de este Tribunal-tan reiterada que su cita es ya 
ociosa- viene estableciendo que los condicionamientos y límites que, en virtud 
del principio de igualdad, pesan sobre el legislador se cifran en una triple exi-
gencia, pues las diferenciaciones normativas habrán de mostrar, en primer lu-
gar, un fin discernible y legítimo, tendrán que articularse, además, en términos 
no inconsistentes con tal finalidad y deberán, por último, no incurrir en despro-
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porciones manifiestas a la hora de atribuir a los diferentes grupos y categorías 
derechos, obligaciones o cualesquiera otras situaciones jurídicas subjetivas. 
La norma excluyente cuya constitucionalidad está aquí en cuestión mues-
tra -tal como ya se ha adelantado- una finalidad protectora de la familia, pero 
la diferenciación que introduce entre el miembro supérstite de la pareja matri-
monial y el que lo sea de una unión de hecho no sólo carece de un fin acepta-
ble desde la perspectiva jurídico-constitucional que aquí importa, sino que en-
tra en contradicción, además, con fines o mandatos presentes en la propia 
Norma fundamental. Que lo primero es como queda dicho no requiere ahora 
de argumentación mayor, pues es patente que esa exclusión tácita no puede de-
cirse orientada a configurar el específico régimen jurídico-matrimonial, en 
cuya órbita la norma no se inscribe. Tampoco se podría justificar la exclusión 
del (o de la) conviviente no casado por la finalidad de estimular o propiciar el 
matrimonio de las uniones estables, pues la radicalidad de la medida supondría 
coartar o dificultar irrazonablemente la autonomía de la voluntad del hombre 
y de la mujer que deciden convivir more uxorio ( ... ). 
Sin duda que la unión de carácter matrimonial proporciona a terceros 
una certeza jurídica nada irrelevante cuando del ejercicio de derechos fren-
te a particulares se trata, como aquí es el caso, certeza mucho más débil 
-hasta el extremo, eventualmente, de requerir prueba- en el caso de la 
unión more uxorio, carente, por definición, de toda formalidad jurídica, 
pero esta consideración no da razón bastante para la diferenciación que en-
juiciamos" . 
7. "Las consideraciones expuestas bastan para concluir en el carácter in-
constitucional, por discriminatorio, de la diferenciación contenida en el arto 
58.1 de la L.A.U. entre el cónyuge supérstite de una unión matrimonial y 
quien hubiera convivido more uxorio con la persona titular, hasta su falleci-
miento, del arrendamiento". 
"Ha de declarar este fallo, desde luego, la inconstitucionalidad sobreveni-
da de la exclusión enjuiciada, pero no la nulidad de la regla legal que concede 
hoy al 'cónyuge' el beneficio de la subrogación, resultado éste que, sobre no 
reparar en nada la discriminación apreciada, dañaría, sin razón alguna, a quie-
nes ostentan, en virtud del arto 58.1 de la L.A.U., un derecho que no merece, 
claro está, tacha alguna de inconstitucionalidad". 
Fallo: 
Declarar que el arto 58.1 de la vigente Ley de Arrendamientos Urbanos 
(Texto Refundido aprobado por Decreto 4.104/1964, de 24 de diciembre) es 
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inconstitucional en la medida en que excluye del beneficio de la subrogación 
mortis causa a quien hubiere convivido de modo marital y estable con el arren-
datario fallecido. 
Voto particular que formula el Magistrado don Alvaro Rodríguez Bereijo 
l. 
"( ... ) en mi opinión, como ya sostuve en las deliberaciones del Pleno, el 
precepto cuestionado, arto 58.1 de la Ley de Arrendamientos Urbanos, no es 
contrario a la Constitución. 
( ... ) la diferenciación establecida por el legislador en el caso aquí cuestio-
nado no puede reputarse, sin más, contraria al derecho a la igualdad del arto 14 
CE (por arbitraria o irrazonable) por el hecho de tomar en consideración la cir-
cunstancia del matrimonio. 
( .. . ) en un deber de coherencia: la conformidad a una doctrina reiterada-
mente sentada, y en fecha muy reciente, por este Tribunal ante situaciones aná-
logas a propósito del derecho a la pensión de viudedad. Doctrina de la que esta 
Sentencia se aparta por completo sin declarar expresamente las razones para 
tal cambio y sin explicar o modular los efectos expansivos que de ella se des-
prenden ( ... ). 
El vínculo matrimonial genera una serie de derechos y deberes en los cón-
yuges, lo que no ocurre en la convivencia de hecho. Y tales diferencias pueden 
ser tomadas en consideración por el legislador al establecer un determinado ré-
gimen jurídico. ( ... ) Mucho menos creo que pueda sostenerse que la norma 
aquí cuestionada ( ... ) coarte o dificulte irrazonablemente la libertad del hom-
bre o mujer que decidan convivir more uxorio, íntimamente vinculada al libre 
desarrollo de la personalidad (art . 10.1 C.E.), tratando de imponer un determi-
nado estado civil. 
Desde luego, es asimismo legítimo que el legislador civil, en su libertad de 
configuración, extienda los beneficios de la subrogación arrendaticia a las unio-
nes de hecho more uxorio, sin incurrir por ello en discriminación constitucio-
nalmente inaceptable ( ... ). 
Pero, en todo caso, no corresponde al Tribunal Constitucional, en su fun-
ción exclusiva de legislador negativo, llevar a cabo esa extensión, ex Consti-
tutione ( ... )". 
2. "A mi parecer, es difícilmente discernible que en un corto espacio de 
tiempo de la evolución de nuestra jurisprudencia resulte constitucionalmente 
admisible (por no ser discriminatorio) que el legislador (art. 160 de la 
L.G.S.S.) no extienda el derecho a la pensión de viudedad a las uniones de he-
cho more uxorio (como así se declaró en la STC 184/1990) y en cambio no lo 
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sea cuando se trata del derecho de subrogación en el contrato de arrendamien-
to ( ... )". 
"Y ciñéndonos a la Sentencia de que discrepamos, no puede decirse que no 
existe en ella apartamiento y contradicción con la doctrina anterior del Tribu-
nal, y señaladamente con la que puede considerarse como elleading case, la 
STC 184/1990, sólo porque en la presente Sentencia se afirme -{;omo ya enton-
ces se hizo- que el matrimonio y la convivencia extramatrimonial no son a to-
dos los efectos situaciones equivalentes, pero que de aquella no equivalencia no 
se deduce necesariamente que toda medida que tenga como úniCos destinatarios 
a los cónyuges, con exclusión de quienes conviven establemente en unión de 
hecho, sea siempre y en todos los casos compatible con la igualdad jurídica y la 
prohibición de discriminación que la Constitución garantiza en su arto 14. 
Porque tal afirmación -que suscribo plenamente- contenida en el funda-
mento jurídico 2. de la STC 184/1990, no constituía en modo alguno la ratio 
dedicendi de aquella Sentencia, que era otra bien distinta, desarrollada en el 
fundamento jurídico 3, a saber: 
'Que en la Constitución española de 1978 el matrimonio y la convivencia 
extramatrimonial no son realidades equivalentes. El matrimonio es una insti-
tución social garantizada por la Constitución y el derecho a contraer matrimo-
nio es un derecho constitucional (art. 32.1) cuyo régimen jurídico corresponde 
a la Ley por mandato constitucional (art. 32.2). Nada de eso ocurre con la 
unión de hecho more uxorio, que ni es una institución jurídicamente garantiza-
da ni hay un derecho constitucional expreso a su establecimiento'. 
'Tales diferencias constitucionales entre matrimonio y unión de hecho pue-
den ser legítimamente tomadas en consideración por el legislador a la hora de 
regular las pensiones de supervivencia'. 
'Pero lo que no reconoce la Constitución es un pretendido derecho a for-
mar una unión de hecho que, por imperativo del arto 14, sea acreedora al mis-
mo tratamiento' ( ... )". 
"Y por lo mismo no cabe reprochar como arbitraria y discriminatoria la 
exigencia de que el núcleo de convivencia institucionalizada entre hombre y 
mujer como casados le conste formalmente al Estado para que éste conceda la 
pensión de viudedad". 
"No será necesario insistir en los graves riesgos que para la seguridad jurí-
dica entraña un overruling cuando la propia Sentencia que lo lleva a cabo pre-
tende desconocerlo y, en consecuencia, omite toda explicitación razonada ( ... ). 
De otro modo, se corre el riesgo de caer en el puro decisionismo o en la 
'justicia del Cadí' haciendo justicia material del caso a través de la 'optimiza-
ción', a golpe de Sentencia, del principio de igualdad del arto 14 CE en rela-
ción con el principio rector del art. 39.1 C.E., de la protección social, econó-
mica y jurídica de la familia" . 
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Voto particular que formula el Magistrado don José Gabaldón López 
"Para el que suscribe, la respuesta debió ser negativa. El precepto, en su 
formulación vigente no es contrario a la Constitución. 
En primer término, porque, para llegar a una conclusión de tal importancia 
(y con tal efecto expansivo) como la que implicaría la conclusión de que el 
precepto cuestionado es contrario al arto 14 de la Constitución como conse-
cuencia de haber limitado la subrogación en el contrato arrendaticio a la exis-
tencia de vínculo conyugal, habría de darse una perfecta identidad entre éste y 
la convivencia extramatrimonial more uxorio ( ... ). 
No es así, sin embargo; cualesquiera que sean las analogías posibles entre 
aquellas situaciones ( ... ). ( ... ) no son siquiera situaciones equivalentes, como 
señaló de modo terminante la STC 184/1990, en consonancia con anteriores 
declaraciones y con un planteamiento doctrinal seguido con posterioridad por 
otras varias Sentencias y Autos. ( ... ). El vínculo matrimonial genera ope legis 
en la mujer y el marido una pluralidad de derechos y deberes que no se produ-
ce de modo jurídicamente necesario entre el hombre y la mujer que mantienen 
una unidad de convivencia estable no basada en el matrimonio. Tales diferen-
cias constitucionales entre matrimonio y unión de hecho pueden ser legítima-
mente tomadas en cuenta por el legislador .. .' ( ... )". 
"Cierto, como dice también aquella Sentencia, ( ... ) que 'el legislador po-
dría extender a las uniones estables de hecho, al menos en determinadas con-
diciones, los beneficios de la pensión de viudedad'. Pero, como en la misma 
argumentación se indica, 'que dicha extensión sea constitucionalmente admi-
sible no implica que la opción contraria y en la actualidad vigente no lo sea' 
( ... ). 
Nó hay ahora, ni suministra el caso, razones para modificar esa doctrina 
porque se trate, no del derecho a una pensión de viudedad, sino del de subro-
gación en el contrato de arrendamiento ( ... ). 
No cabe, por otra parte, fundar la equivalencia de ambas situaciones ni en 
la protección a la familia (art. 39 de la C.E.) ni en la aplicación a sus modali-
dades del derecho de todos los españoles a disfrutar de una vivienda digna y 
adecuada (art. 47 C.E.) ( ... ). 
Yen cuanto a la protección de la familia, porque, sin perjuicio de otras po-
sibles formas, la Constitución considera el matrimonio, institución regulada en 
sus diversas formas y consecuencias jurídicas por la Ley, tal como resulta del 
arto 32 de la Constitución, como procedimiento de formación de la familia, 
digna ésta de protección en general y sin que quepa otorgar al arto 39 conse-
cuencias que no se desprendan de su propia formulación ( ... ). ( ... ) cuando se 
han querido prever situaciones familiares dignas de protección fuera de la fa-
milia matrimonial se han formulado expresamente: así, igualdad de los hijos y 
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de las madres ante la Ley, investigación de la paternidad, deber de asistencia a 
los hijos matrimoniales o no ... ( ... )". 
"( ... ) la extensión del beneficio de la continuidad en el contrato de arrenda-
miento exigiría para poder ser aplicada, una determinación expresa de sus re-
quisitos, sin lo cual se originaría una clara situación de inseguridad. Y esta ob-
servación pone de manifiesto, una vez más, los límites de la función de este 
Tribunal, cuyo carácter de legislador negativo, autorizado inequívocamente 
para erradicar del ordenamiento los preceptos de Ley contrarios a la Constitu-
ción, presenta en cambio serías dificultades cuando se trata de llevar a cabo el 
efecto contrario, o sea el de extender una norma legal a casos no previstos en la 
misma y que exigiría, por su propia naturaleza, de una regulación que sólo al le-
gislador corresponde" . 
